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Defensoria

Provincia de Buenos Aires




La Plata, 20 de sep de 2017                           
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires N° 13.834, el artículo 22 del Reglamento Interno, el expediente N° 14491/2017, y
CONSIDERANDO
Que se iniciaran las actuaciones de referencia a partir de la presentación efectuada por el Sr. C N S, D.N.I, empleado público del Ministerio de Producción, Ciencia y Tecnología de la Provincia de Buenos Aires, quien solicita pase en comisión a la Dirección Provincial de Delegaciones Turísticas de la ciudad de Mar del Plata por cuestiones de unidad familiar, económica y de salud.
Que requiere la intervención de este organismo de garantía de derechos a fin de instar a las autoridades respectivas a la resolución de las actuaciones administrativas que tramitan mediante N° de Expediente: 22400-33568-2016-0 en el seno del Ministerio de Producción, Ciencia y Tecnología de la Provincia de Buenos Aires.


Que a fs. 14/15 obran pedidos de informes ante dicho Organismo a los efectos que remita copia del expediente precedente.



Que a fs. 16/37 consta la respuesta al pedido de informes cursado consistente en una copia íntegra del expediente ministerial donde tramita la problemática de autos.
 

Que a fs. 2 del aludido expediente N° 22400-33568-2016-0, el reclamante presenta nota ante el Sr. Director de Personal del Ministerio de Producción, Ciencia y Tecnología de la Provincia de Buenos Aires, a los fines de solicitar tenga a bien disponer su pase a la Dirección Provincial de Delegaciones Turísticas de la ciudad de Mar del Plata, por razones de índole familiar y económicas. Expresa que se encuentra domiciliado en dicha ciudad desde el 2011, donde vive con su esposa e hijos, y que desde entonces viaja a La Plata por su puesto laboral de Jefe de Departamento Calidad Turística.



Que solicita se disponga su traslado y reconocimiento de sus derechos respecto de su reubicación en la categoría 21 Personal de Apoyo, para renunciar a su función y no sufrir una pérdida salarial que le imposibilite afrontar sus gastos. 



Que su pedido de adecuación tramita mediante Expte. 2159-1484/15, legalizada por el decreto 1034/15. 



Que la demora en la tramitación de los expedientes precedentes lo perjudica a nivel personal, en lo que refiere a su situación familiar y, en particular, económica, imposibilitando sus viajes a La Plata para el cumplimiento de sus respectivas funciones por los altos costos en pasajes y estadías.



Que en dicha nota el Sr. C S expresa que cuenta con 20 años de desempeño en el organismo oficial de turismo y con 7 años como Jefe de Departamento Calidad Turística, contando con capacitación y experiencia para ejercer idóneamente sus funciones en la Delegación donde se pretende el pase. 



Que a fs. 04 del expediente N° 22400-33568-2016-0 el Director de Personal del Ministerio de Producción, Ciencia y Tecnología manifiesta que “si bien la legislación vigente no contempla la posibilidad de trasladar a los agentes de la administración pública por los motivos expuestos por el interesado, el Art. 24 de la Ley 10.430 (T.O. 1996) y su reglamentación aprobada por el Decreto N° 4161/96 prevé que cuando razones de servicio lo hagan necesario y siempre que no se afecte el funcionamiento normal de la dependencia de origen, puede disponerse el traslado solicitado por un agente.”


Que a fs. 18 del expediente N° 22400-37447-2017-0, el Subsecretario de Turismo esboza que “...es de conocimiento de esta Subsecretaría que el área al que pretende su movimiento se ha visto afectada en los últimos tiempos por distintas bajas en su plantel. En virtud de lo expuesto, esta Subsecretaría no tiene objeciones que formular al traslado pretendido”.


Que a fs. 20 del precedente la Subdirectora de la Delegación de Personal del Ministerio de Producción provincial afirma que “… esta Sectorial estima que resultaría factible el traslado                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             solicitado”.



Que en el resto de la referenciada actuación no existen actos administrativos debidamente fundados que rechacen la petición del agente. 




Que a fs. 06/07 del expediente N° 22400-33568-2016-0 se expide el Director Provincial de Delegaciones Turísticas de Mar del Plata, emitiendo opinión respecto de la solicitud de pase, manifestando que en reiteradas oportunidades ha indicado, tanto por nota como personalmente, la dificultad de infraestructura y de recursos operativos que presenta la mencionada Dirección desde el inicio de su gestión, falta de espacio físico y mobiliario para el número actual de personal, falta de recursos informáticos que permitan el normal desarrollo de las tareas, entre otras. Por ello, considera “… desde lo práctico a lo profesional, que la llegada de nuevos agentes, no es técnicamente beneficioso para el normal desenvolvimiento de esta oficina… En lo que respecta a nuestra oficina, la única opción posible sería una relación de trabajo y colaboración externa, no física, para lo cual considero necesaria su opinión al respecto, y su adecuación administrativa en caso de considerarlo.”


Que a fs. 40/48 del expediente N°22800- 14.491/17 de esta Defensoría del Pueblo obra documentación respaldatoria en la que se evidencia el domicilio actual del agente, como así también el domicilio de su familia. 



Que la administración tiene la obligación y el deber jurídico de pronunciarse frente a las peticiones que le formulan los particulares, quienes -correlativamente- tienen el derecho a obtener de ella una decisión fundada. 



Que “no decidir o decidir fuera del plazo constituyen actos irregulares de la administración que perjudican al particular y atentan contra la eficacia de la actividad de aquella. Ante la falta de resolución, se han contemplado diversas soluciones a la morosidad administrativa, pues de lo contrario la carga que grava a la administración pública de emitir el pertinente acto administrativo, y el derecho del particular al respecto, vendrían a ser ciertamente ineficaces si el propio ordenamiento jurídico no arbitrara correlativamente los mecanismos correctivos." (Amparo por mora de la Administración Pública; Horacio D. Creo Bay - Tomás Hutchinson, Ed. Astrea, 2006, pág. 2 y ss).


Que la Ley de procedimiento administrativo -art. 1 DL 7647/70- establece que las actuaciones administrativas deben impulsarse de oficio -art. 48-, que incumbe a las autoridades encargadas de su despacho adoptar las medidas oportunas para que la tramitación no sufra retrasos -art. 50-, y que los plazos administrativos son obligatorios para las autoridades públicas -art. 71- (ver SCJBA; Fernández, Héctor R. c/ Policía de la provincia de Buenos Aires s/ Amparo; B- 64.878, del 17.8.05). 

Que "Esa actitud omisiva de la autoridad estatal resulta, pues, violatoria del derecho de defensa del reclamante, que se integra con el derecho a obtener una decisión no solo motivada, sino también oportuna y que en el ámbito del procedimiento administrativo deviene una obligación de la Administración inherente al principio del debido proceso adjetivo que lo informa (art. 15 in fine, Constitución provincial, doctr. causas B. 64.8378 "Muñoz", sent. del 12-V-2004 y B. 65.322 "Viera", sent. del 1-XI-2004)" (SCJBA; Fernández, Héctor R. c/ Policía de la provincia de Buenos Aires s/ Amparo; B- 64.878, del 17.8.05).

Que el derecho de peticionar ante las autoridades, reconocido expresamente en la Constitución Nacional — artículo 14— , y en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre — artículo 24— , de jerarquía constitucional conforme lo establece expresamente nuestra propia carta fundamental (artículo 75, inciso 22), no se agota por el mero hecho de permitirle al particular que presente su pretensión. Resulta necesario, además, el reconocimiento del derecho a ofrecer y producir la prueba pertinente en el expediente administrativo y, sobre todo, el derecho a obtener una decisión fundada. 

    Que se trata del respeto al principio del debido proceso adjetivo, que importa una expresión de la garantía de derecho de defensa consagrada en el artículo 18 de nuestra Constitución Nacional, y de la tutela judicial efectiva reconocida en los artículos 8º y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), en los artículos 2º, inc. 3, y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en el artículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, todos con jerarquía constitucional. 



Que por tal motivo, la administración tiene el deber de resolver las cuestiones planteadas por los particulares legitimados a tales efectos. Este deber surge de la obligación que impone el derecho del administrado de dar una decisión fundada, y encuentra fundamento en el principio de obligatoriedad de la competencia que impone la LNPA, y en los principios que rigen en el procedimiento administrativo, incorporados positivamente en dicha ley, tales como los de celeridad, economía, sencillez y eficacia en los trámites administrativos. 


Que resulta aplicable el art. 21 de la ley 10.430 que garantiza el derecho a la unidad familiar para el agente de la administración pública de la provincia de Buenos Aires. 

Que el artículo 55 de la Constitución Provincial establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes.”

Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto.


     
Por ello,

EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTICULO 1: RECOMENDAR al Ministerio de la Producción, Ciencia y Tecnología de la Provincia de Buenos Aires que tenga a bien resolver el Expediente: 22400-33568-2016-0, haciendo lugar a la petición del agente y, en consecuencia, le otorgue el pase solicitado. 
ARTICULO 2: Notifíquese, regístrese, y oportunamente, archívese.
RESOLUCION N°               64/17
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